PAGE  
25

SEMINARIO DE DERECHO LOCAL

INFORME EN MATERIA FINANCIERA Y PRESUPUESTARIA

Autores: Joaquín Álvarez Martínez e Ismael Jiménez Compaired

Catedráticos de Derecho Financiero y tributario. Universidad de Zaragoza.

Fecha: 18 de junio de 2015 
SUMARIO

4I) NOVEDADES NORMATIVAS

1.
Estado
4
- Real Decreto-ley 2/2015, de 6 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por las inundaciones y otros efectos de los temporales de lluvia, nieve y viento acaecidos en los meses de enero, febrero y marzo de 2015 (BOE núm. 52, de 2 de marzo)
4
- Resolución de 19 de febrero de 2015, de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, por la que se desarrolla la información a suministrar por las Corporaciones Locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda (BOE núm. 52, de 2 de marzo)
6
-
Resolución de 26 de mayo de 2015, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2015 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar de pago de dichas cuotas (BOE núm. 133, de 4 de junio)
7
2. Comunidades Autónomas
8
B) CATALUÑA
8
- Ley 2/2015, de 11 de marzo, de Presupuestos de la Generalidad de Cataluña para 2015 (BOE núm. 81, de 4 de abril)
8
H) MADRID
8
- Ley 3/2014, de 22 de diciembre, de Presupuestos para el ejercicio 2015 (BOE núm. 49, de 26 de febrero)
8
I) OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
9
- Ley 7/2015, de 31 de marzo, de la Comunidad Autónoma de Extremadura, por la que se regula el Estatuto de Capitalidad para la Ciudad de Mérida (BOE núm. 96, de 22 abril)
9
- Ley 2/2015, de 23 de marzo, de la Comunidad Autónoma de La Rioja, por la que se regula el Estatuto de Capitalidad para la Ciudad de Logroño (BOE núm. 90, de 15 abril)
9
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES
10
1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
10
-
Impuestos propios de las Comunidades Autónomas. Impuesto Extremeño sobre Instalaciones que inciden en el medio ambiente. Hecho imponible: Actividades de producción, almacenaje o transformación de energía eléctrica. Colisión con el Impuesto de Actividades Económicas
10
2. TRIBUNAL SUPREMO
11
-
Aprobación del Presupuesto del Ayuntamiento. Sistema excepcional de aprobación de presupuestos previsto en la LO del Régimen electoral general
11
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Carácter definitivo de la liquidación practicada por los órganos de gestión
12
3. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA
13
-
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Revisión de actos tributarios. Carácter preceptivo del recurso de reposición antes de interponer recurso contencioso-administrativo
13
-
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Asignación de valores catastrales. Deber de notificación individual de los valores resultantes de las ponencias de valores
13
-
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Tributación de las denominadas “residencias militares de descanso”
14
-
Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Deber de notificar individualmente el valor catastral a los titulares de los respectivos inmuebles antes de practicar las liquidaciones que procedan en concepto del referido Impuesto
15
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Devengo del Impuesto
15
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Base imponible. Cuantificación
17
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Aplicación de bonificaciones de establecimiento potestativo
17
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Exigencia del Impuesto a quien ocupa la posición de sustituto del contribuyente
18
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Base Imponible. Parques Eólicos.
19
-
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Procedimientos de comprobación limitada e Inspección respecto de dicho Impuesto
19
-
Impuesto sobre Actividades Económicas. Cuantificación del elemento superficie. Cómputo de dicha superficie
20
-
Contribuciones Especiales. Cuantificación de la cuota a pagar y fijación de criterios o módulos de reparto a tal fin
21
-
Tasas Locales. Tasa por licencia de primera ocupación. Cuantificación e importe máximo de la misma.
22
III) OTROS DOCUMENTOS
23
-
Proyectos legislativos
23
-
Informes del Tribunal de Cuentas del Reino
23
-
Informes de la Cámara de Cuentas de Aragón
24
IV) BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA
24
1. Libros
24
2. Artículos en revistas especializadas
24


I) NOVEDADES NORMATIVAS

Entre las novedades normativas a las que debemos hacer alusión se encuentran tanto normas del Estado, como de diferentes Comunidades Autónomas. 

1. Estado

- Real Decreto-ley 2/2015, de 6 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por las inundaciones y otros efectos de los temporales de lluvia, nieve y viento acaecidos en los meses de enero, febrero y marzo de 2015 (BOE núm. 52, de 2 de marzo)
Como es sabido, durante el primer trimestre del año tuvieron lugar en nuestro País una serie de fenómenos metereológicos que provocaron inundaciones y desbordamientos de diversos ríos, lo cual generó importantes daños materiales en múltiples localidades de diversas Comunidades Autónomas, entre ellas la aragonesa.
Siendo esto así, la Norma que se comenta procede a adoptar una serie de medidas -entre las que se encuentra algunas de naturaleza tributaria o financiera- destinadas a reparar o paliar los daños antes citados.
En este sentido, se contempla, en primer lugar, el otorgamiento de determinadas subvenciones a las Corporaciones locales respecto de aquellas actuaciones que, teniendo el carácter de inaplazables, tuvieran como fin garantizar la vida y seguridad de las personas y el funcionamiento de los servicios esenciales. A estos efectos, y a los efectos de solicitar la correspondiente subvención, se establecía un plazo de 2 meses a contar desde la entrada en vigor del presente Real-Decreto ley.
Junto a lo anterior, se contemplaba, asimismo, la posibilidad que asistía a dichos Entes locales de solicitar subvenciones para la reparación o restitución de infraestructuras, equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad municipal, comarcal y de las mancomunidades. El importe máximo de subvención otorgable quedaba cifrado en el 50% del coste de las referidas reparaciones.
Junto a lo anterior, y ya en lo específicamente tributario, el artículo 10 procede a regular los siguientes beneficios fiscales:
· Exención en las cuotas correspondientes al IBI 2015 que afecten a viviendas, establecimientos mercantiles, turísticos, industriales, etc., dañados como consecuencia de los siniestros antes aludidos.

· Reducción en las cuotas correspondientes al IAE 2015 que afecten a establecimientos mercantiles, turísticos, profesionales, etc., dañados como consecuencia de los siniestros antes aludidos. Dicha reducción será proporcional al tiempo transcurrido desde el día del cese de la actividad correspondiente hasta la reanudación de la misma.

· Además, la exención y reducción antes citadas se aplicarán asimismo a los posibles recargos que se apliquen en relación a los dos Impuestos citados (p.e., el recargo provincial del IAE).

Por lo demás, se prevén dos medidas adicionales: a) Que los contribuyentes que ya hubieran satisfecho las cantidades correspondientes a los tributos antes mencionados podrán pedir la devolución de las mismas; b) Que la disminución de los ingresos en tributos locales que experimenten los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales serán compensados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

Por último, indicar que los Municipios que se ven beneficiados por las medidas arriba indicadas aparecen recogidos en Sendas Ordenes del Ministerio del Interior de 17 de abril y de 21 de mayo de 2015.

- Resolución de 19 de febrero de 2015, de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, por la que se desarrolla la información a suministrar por las Corporaciones Locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda (BOE núm. 52, de 2 de marzo) 
Como es sabido, uno de los criterios determinantes para distribuir, entre los diversos Municipios de nuestro País, el importe que a los mismos les corresponde por razón de su participación en los tributos del Estado está constituido por el denominado “esfuerzo fiscal”. Dicho esfuerzo fiscal -que representa el 12,5% del total de dicha participación- se determina cada año a través de una compleja fórmula recogida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado (art. 124 del Texto Refundido de la LRHL).

Atendiendo a lo anterior, la Resolución arriba mencionada procede a detallar cuál es la información necesaria que debe ser proporcionada a fin de calcular el referido “esfuerzo fiscal municipal”. Dicha información -referente, en lo fundamental, al IBI, el IAE y el IVTM- deberá ser remitida por los Municipios, bien de forma telemática, bien en formato papel, a las Delegaciones especiales o provinciales de Hacienda antes del día 30 de junio de 2015.

 Efectuado lo anterior, la información transmitida deberá ser objeto de las oportunas comprobaciones por parte de las Delegaciones especiales o provinciales de Hacienda; en el caso de que existiera alguna discrepancia, ello deberá comunicarse a los Ayuntamientos correspondientes, otorgándoles a estos últimos un plazo de 15 días al efecto de que manifiesten las alegaciones que consideren oportunas.

Por último, la información a la que venimos haciendo mención deberá ser remitida por parte de las Delegaciones especiales o provinciales de Hacienda a la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local antes del 30 de octubre de 2015, si bien este plazo, al igual que los demás indicados, podrán ser prorrogados de oficio.
· Resolución de 26 de mayo de 2015, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2015 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar de pago de dichas cuotas (BOE núm. 133, de 4 de junio) 

El Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas e Instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas señala en su Regla 17.ª que las cuotas nacionales y provinciales serán recaudadas por la Administración Tributaria Estatal. Por su parte, el artículo 62.3 de la Ley General Tributaria, confiere a la Administración Tributaria competente la facultad de modificar el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva, competencia que, en el instante actual, recae en el titular de Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
Sobre la base las previsiones anteriores, la Resolución que se comenta fija un nuevo plazo de plazo de ingreso en período voluntario de las cuotas nacionales y provinciales del IAE que comprende desde los días 15 de septiembre hasta el 20 de noviembre de 2015, ambos inclusive. 

 En cuanto al lugar de pago de las referidas cuotas se establece que el mismo deberá realizarse, con carácter general, a través de las Entidades de depósito colaboradoras en la recaudación, con el documento de ingreso que a tal efecto se hará llegar al contribuyente. En el supuesto de que dicho documento de ingreso no fuera recibido o se hubiese extraviado, deberá realizarse el ingreso con un duplicado que se recogerá en la Delegación o Administración de la Agencia Estatal de Administración Tributaria competente (esto es, en el caso de cuotas nacionales, la correspondiente a la provincia del domicilio fiscal del contribuyente, y en el caso de cuotas provinciales la correspondiente a la provincia del domicilio donde se realice la actividad).

2. Comunidades Autónomas 

En el presente apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas que, encontrándose referidas a los aspectos tributarios, de gasto público y crediticios, afectan a las Entidades locales. 

B) CATALUÑA

- Ley 2/2015, de 11 de marzo, de Presupuestos de la Generalidad de Cataluña para 2015 (BOE núm. 81, de 4 de abril) 

Es el Título VI de la referida Ley de Presupuestos el que se ocupa de regular la financiación de las Entidades locales. A estos efectos, en dicho Título se recogen sendos preceptos que se ocupan, entre otras cuestiones, de la participación de los Entes locales en los ingresos de la Generalidad y en los ingresos del Estado (con remisión a la normativa aplicable). Junto a los anteriores, tres preceptos más se ocupan de regular el denominado Fondo de Cooperación Local de Cataluña, distinguiéndose, a estos efectos, entre los Ayuntamientos, los Consejos Comarcales y las Entidades Municipales descentralizadas. Por último, se contemplan, asimismo, algunas compensaciones adicionales a favor de los Ayuntamientos.
H) MADRID 

- Ley 3/2014, de 22 de diciembre, de Presupuestos para el ejercicio 2015 (BOE núm. 49, de 26 de febrero) 
El artículo 17 de la referida Ley de Presupuestos, concerniente a la Cooperación municipal, prohíbe la posibilidad de realizar cualquier transferencia de crédito que suponga la minoración de los créditos previstos en dicha Ley destinados a financiar el denominado Fondo Regional de Cooperación Municipal o el Programa Regional de Inversiones y Servicios.

I) OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
En cuanto a las restantes Comunidades Autónomas, cabe destacar alguna indicación en relación a las Comunidades Autónomas de Extremadura y  La Rioja. 

- Ley 7/2015, de 31 de marzo, de la Comunidad Autónoma de Extremadura, por la que se regula el Estatuto de Capitalidad para la Ciudad de Mérida (BOE núm. 96, de 22 abril) 
Dicha Ley procede a concretar, en su Capítulo cuarto (arts. 14 a 16), el régimen de financiación de la referida Entidad municipal. A este respecto, además de indicarse los diferentes recursos económicos de los que la misma dispone, se destaca, asimismo, que dicha Entidad será objeto de un especial tratamiento no sólo en sede de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma Extremeña, sino también en lo que concierne al Fondo Regional de Cooperación Municipal propio de dicha Comunidad. 

- Ley 2/2015, de 23 de marzo, de la Comunidad Autónoma de La Rioja, por la que se regula el Estatuto de Capitalidad para la Ciudad de Logroño (BOE núm. 90, de 15 abril) 
De manera similar a la anterior, la Ley ahora comentada procede a definir, en su Título cuarto (arts. 45 a 47), el régimen de financiación de dicha Entidad municipal. Así, y una vez indicados los diversos recursos económicos de la misma, se prevé, al igual que en el caso precedente, que la referida Entidad gozará de un crédito específico en sede de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma Riojana.
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

Al igual que en informes precedentes, la referencia indicada entre paréntesis, en los pronunciamientos que más abajo se citan, corresponden a la base de datos Westlaw de la Editorial Thomson-Reuters (Aranzadi), salvo que se indique de modo expreso lo contrario. 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

· Impuestos propios de las Comunidades Autónomas. Impuesto Extremeño sobre Instalaciones que inciden en el medio ambiente. Hecho imponible: Actividades de producción, almacenaje o transformación de energía eléctrica. Colisión con el Impuesto de Actividades Económicas 
En el presente pronunciamiento, el TC estima la cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo contra la Ley Extremeña 7/1997, de 29 de mayo, de medidas fiscales sobre la producción y transporte de energía que inciden sobre el medio ambiente.

A este respecto, el Tribunal Constitucional procede a examinar la configuración del Impuesto Extremeño y, en particular, los preceptos que configuran el hecho imponible, su base imponible y la cuota tributaria. Partiendo de un análisis de los mismos, y tomando como referencia pronunciamientos anteriores, entiende dicho Tribunal que el referido hecho imponible -constituido por las actividades de producción, almacenaje o trasformación de energía eléctrica efectuadas por el titular de la actividad- no hace sino gravar, en definitiva, el mero ejercicio de una actividad económica, siendo coincidente éste con el hecho imponible propio del IAE, tanto más si se tiene en cuenta no cabe atribuirle a aquél (el Impuesto extremeño) finalidad extrafiscal alguna (gravar la actividad contaminante o los riesgos para el medio ambiente).
En consecuencia, y dada la concurrencia de hechos imponibles entre ambos impuestos, es evidente que ello comporta una vulneración de lo previsto en el artículo 6.3 de la LOFCA (el cual impide que los tributos de las CCAA recaigan sobre hechos imponibles gravados por los tributos locales), circunstancia ésta que determina, en definitiva, la inconstitucionalidad del referido Impuesto.

2. TRIBUNAL SUPREMO

· Aprobación del Presupuesto del Ayuntamiento. Sistema excepcional de aprobación de presupuestos previsto en la LO del Régimen electoral general 
La Sentencia del TS de 13 de febrero de 2015 (RJ 2015/916) desestima el recurso de casación interpuesto por un Ayuntamiento Cántabro contra una Sentencia del TSJ de Cantabria en la que anulaba la aprobación definitiva del Presupuesto municipal del referido Ayuntamiento para el año 2004.
En este sentido, el problema enjuiciado guarda relación con el sistema excepcional de aprobación del Presupuesto Municipal prevista en el artículo 197 bis  de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, a fin de evitar situaciones de bloqueo en la toma de ciertas decisiones en materia de máxima trascendencia. Más en concreto, dicho precepto prevé que el Alcalde podrá vincular una cuestión de confianza de su cargo con la aprobación del Presupuesto Municipal, de forma tal que si no se obtiene dicha confianza, no se produce el cese inmediato del Alcalde en su cargo, circunstancia ésta que se supedita a que se presente y prospere una moción de censura con candidato alternativo en el plazo de un mes.
Asimismo, el precepto en cuestión señala que en caso de no presente dicha moción de censura -o ésta no prospere- “se entenderá aprobado el proyecto de presupuesto”, situación ésta que concurre en el caso ahora enjuiciado (no se presentó la moción de censura), suscitándose la duda de si esa aprobación del presupuesto tiene el carácter de definitiva -como sostiene la recurrente- o si, simplemente, es provisional.

Siendo esto así, el Alto Tribunal realiza una interpretación del precepto indicado entendiendo, en último término y con base en diferentes argumentos, que la aprobación del referido presupuesto, en el supuesto ahora indicado, será, en todo caso, provisional -no definitiva-, lo que implicará que el Ayuntamiento en cuestión deberá respetar el trámite de exposición publica del referido presupuesto previsto, con carácter general, en sede del TR de la LHL.
Dicho pronunciamiento cuenta, no obstante, con un voto particular suscrito por dos magistrados discrepantes.

· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Carácter definitivo de la liquidación practicada por los órganos de gestión
La Sentencia del TS de 12 de marzo de 2015 (JUR 2015/98453) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de Ferrol contra una Sentencia del TSJ de Galicia que anulaba una liquidación practicada en concepto de ICIO por los servicios de inspección tributaria del referido Ayuntamiento.
En este supuesto, los órganos de gestión del Ayuntamiento de Ferrol procedieron a dictar, una vez concluida la obra realizada, una liquidación definitiva en concepto de ICIO. No obstante, con posterioridad, los órganos de inspección del referido Ayuntamiento procedieron a incoar un procedimiento de inspección que dio lugar a una nueva liquidación de mayor importe que la primera. Siendo esta la situación controvertida, la duda que se suscita es si, en efecto, existe la posibilidad de que los órganos de inspección dicten esa nueva liquidación una vez que los órganos de gestión ya hayan dictado la suya propia una vez concluida la obra correspondiente.

Al objeto de resolver dicho problema, el TS recuerda que en materia de ICIO se contemplan dos tipos de liquidación: la provisional -dictada en un instante inicial- y la definitiva -la cual se dicta una vez finalizada la construcción u obra de que se trate-. Siendo esto así, el Alto Tribunal viene a concluir, con base en lo previsto en el Texto Refundido de la LHL, que dicha liquidación definitiva no tiene porque ser, necesariamente, la resultante de un procedimiento de inspección, teniendo también este carácter la emitida por los órganos de gestión una vez finalizada la correspondiente obra o construcción. Ello comporta, para los órganos de la Inspección, la imposibilidad de dictar con posterioridad una nueva liquidación que rectifique la dictada, con carácter definitivo, por los órganos de gestión tributaria
3. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA
· Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Revisión de actos tributarios. Carácter preceptivo del recurso de reposición antes de interponer recurso contencioso-administrativo
La Sentencia del TSJ de Andalucía (Granada) de 16 de Febrero de 2015 (JUR 2015/133805) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra diversas liquidaciones practicadas en relación al IBI.
 A estos efectos, el motivo por el que se produce la desestimación del recurso no es que otro que la falta de interposición, en el plazo de un mes, del recurso de reposición previo a la vía contencioso administrativa por parte de la entidad recurrente, el cual -recuerda el referido Tribunal, con base en la jurisprudencia del TS, resulta preceptivo en el ámbito local a los efectos de agotar la vía administrativa.
· Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Asignación de valores catastrales. Deber de notificación individual de los valores resultantes de las ponencias de valores
La Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 25 de febrero de 2015 (JUR 2015/139921) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por un particular frente a la notificación del valor catastral asignado a un inmueble de su propiedad.

En este caso, el Tribunal Valenciano tras examinar el marco normativo aplicable en relación a la fijación del referido valor catastral, recuerda que el mismo debe ser fijado partiendo de la correspondiente Ponencia de Valores, siendo esenciales, a este respecto, la realización de los correspondientes estudios de mercado.

Siendo esto así, el TSJ rechaza las alegaciones realizadas por la recurrente en las que alegaba falta de motivación en la asignación del valor catastral, en la medida en que la notificación individual del referido valor catastral constaban todos los datos necesario para identificar el referido inmueble, así como los criterios tenidos en cuenta para proceder a la cuantificación en cuestión. Junto a ello, dicho Tribunal indica que frente a la apariencia de legalidad del acto impugnado -la valoración catastral- el recurrente no ha practicado prueba pericial alguna que demuestre que el valor catastral asignado al inmueble resultan desproporcionados o superiores a su valor de mercado.
· Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Tributación de las denominadas “residencias militares de descanso”
La Sentencia del TSJ de las Islas Baleares de 22 de abril de 2015 (JUR 2015/122367) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la Administración General del Estado (Ministerio de Defensa) contra una Sentencia del Juzgado Contencioso-Administrativo nº 1 de Palma de Mallorca que, a su vez, desestimaba el recurso interpuesto por dicho Ministerio contra la providencia de apremio del IBI correspondiente al año 2012 dictada por el Ayuntamiento de Mahón. 
El problema debatido en la presente Sentencia radica en determinar si se encuentran exentas del pago del IBI las denominadas “residencias militares de descanso”.

A estos efectos, el Tribunal Balear procede a examinar la finalidad que desempeñan las referidas residencias y ello a los efectos de conocer si los referidos establecimientos se encuentran “afectos a la defensa nacional”, circunstancia ésta que, de confirmarse, determinaría la aplicación de la correspondiente exención.

Siendo esto así, el referido Tribunal viene a concluir que las funciones y fines de las referidas residencias son, en lo esencial, proporcionar descanso y alojamiento vacacional al personal militar y sus familias. Dicha circunstancia, unida al hecho de que el Ministerio de Defensa no demuestra afectación alguna -siquiera esporádica- de la citada residencia a la defensa nacional, determina la imposibilidad de aplicar la exención pretendida por el Ministerio de Defensa.
· Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Deber de notificar individualmente el valor catastral a los titulares de los respectivos inmuebles antes de practicar las liquidaciones que procedan en concepto del referido Impuesto
La Sentencia del TSJ de Madrid (JUR 2015/110459) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de Alcorcón frente a una Sentencia del Juzgado Contencioso-Administrativo número 5 de Madrid que anulaba diversas liquidaciones dictadas por el referido Ayuntamiento en concepto de IIVNTU.
A estos efectos, el Tribunal Madrileño comienza recordando la obligación que incumbe a la Administración tributaria de notificar los valores catastrales atribuidos a los respectivos bienes inmuebles a los titulares de los mismos. Partiendo de dicha exigencia, dicho Tribunal concluye -con toda lógica- que no habiéndose acreditado por parte de dicha Administración la realización de la referida notificación al obligado tributario no procede dictar en relación al mismo liquidación alguna en concepto IIVTNU.  
· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Devengo del Impuesto
La Sentencia del TSJ de Andalucía (Granada) de 9 de marzo de 2015 (JUR 2015/133805) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra una liquidación practicada en concepto de ICIO.

A este respecto, el recurrente alegaba que si bien había solicitado la correspondiente licencia para la realización de las obras, esta última -la licencia- había sido transmitida a un tercero con anterioridad a la ejecución de dichas obras, por lo que no podía entenderse realizado el hecho imponible del referido Impuesto, quedando el transmitente de dicha licencia liberado del pago de la obligación tributaria, por lo que procedía la devolución al mismo del Impuesto pagado por este concepto
El TSJ de Andalucía rechaza tal alegación, señalando a este respecto que el importe pagado en concepto de ICIO por el recurrente, en un primer instante, era ajustado a Derecho dado que el mismo ostentaba la condición de sujeto pasivo del mismo en su calidad de dueño de la obra y solicitante de la correspondiente licencia, no pudiendo considerarse que el mismo tenía carácter indebido. 
Junto a ello, se señala que el carácter debido del Impuesto en cuestión no pierde tal condición por el hecho de la misma haya sido transmitida a una tercera persona, tanto más si se tiene en cuenta que la licencia en cuestión no se había extinguido ni caducado, y que ya se habían comenzado a realizar las primeras fases de acondicionamiento del terreno como paso previo a la ejecución de las correspondientes construcciones. 
 A estos efectos, el motivo por el que se produce la desestimación del recurso no es que otro que la falta de interposición, en el plazo de un mes, del recurso de reposición previo a la vía contencioso administrativa por parte de la entidad recurrente, el cual -recuerda el referido Tribunal, con base en la jurisprudencia del TS, resulta preceptivo en el ámbito local a los efectos de agotar la vía administrativa.

· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Base imponible. Cuantificación
La Sentencia del TSJ de La Comunidad Valenciana de 19 de enero de 2015 (JUR 2015/139921) estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra una liquidación provisional practicada en concepto de ICIO por el Ayuntamiento de Vall D’Uixo.

En este caso, el recurrente alegaba como motivo de impugnación el hecho de que la liquidación dictada por el referido Ayuntamiento no resultaba ajustada a Derecho, en la medida en que el cálculo de la base imponible tenida en cuenta para ello fueron una serie de índices o módulos establecidos en la Ordenanza del Impuesto, ignorando el presupuesto inicialmente presentado por los interesados visado por el Colegio Oficial de Arquitectos.
Siendo esto así, el TSJ, partiendo de la jurisprudencia dictada en esta materia por el TS, recuerda que el establecimiento de la base imponible provisional del ICIO a través de los referidos índices o módulos constituye, en todo caso, un mecanismo subsidiario para determinar dicha base, debiendo prevalecer siempre, en caso de existir, los valores fijados a estos efectos por el Colegio de arquitectos correspondiente.
· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Aplicación de bonificaciones de establecimiento potestativo
La Sentencia del TSJ de Castilla-León (Valladolid) de 20 de marzo de 2015 (JUR 2015/107931) estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra un acuerdo del Ayuntamiento de Zamora que desestimaba la aplicación de una bonificación del 95% en una liquidación tributaria relativa al ICIO.
A este respecto, el argumento utilizado por la sociedad recurrente tomaba como base, de una parte, la circunstancia de que el referido Ayuntamiento había recogido, en la Ordenanza reguladora del citado Impuesto, la bonificación potestativa del 95% prevista en la LHL en relación a aquellas obras que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir determinadas circunstancias (sociales, culturales, histórico artísticas, etc.) que justifiquen tal declaración. Y, de otra, que la obra por la que se exigía el Impuesto estaba constituida por la reforma y ampliación del Hospital de Zamora.
Atendiendo a ambas circunstancias, el Tribunal Castellano otorga la razón a la sociedad recurrente recordando que si bien es cierto que el establecimiento de la referida bonificación es potestativa para los Ayuntamientos, una vez establecida la misma su aplicación tienen carácter reglado y obligatorio. Siendo esto así, no cabe duda -señala el Tribunal- que la reforma y ampliación de un Hospital es circunstancia suficiente por sí misma para determinar la aplicación de la referida bonificación.

· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Exigencia del Impuesto a quien ocupa la posición de sustituto del contribuyente
La Sentencia del TSJ de Murcia de 27 de febrero de 2015 (JUR 2015/86344) estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra una liquidación del ICIO practicada a la misma por el Ayuntamiento de Jumilla. 

El problema debatido en el presente supuesto radicaba en que la sociedad mercantil recurrente y a la que se requirió el pago del Impuesto ostentaba, de conformidad con lo previsto en el Texto Refundido de la LHL, la condición de sujeto pasivo contribuyente en su calidad de “dueña de las obras”, habiendo sido ejecutadas las citadas obras por otra empresa diferente.
Partiendo de lo anterior, el TSJ Murciano recuerda que, de conformidad con lo previsto en la normativa vigente, cuando las obras son realizadas por un sujeto distinto al “dueño de las mismas”, dicho sujeto pasa a ostentar la condición de sujeto pasivo sustituto del contribuyente. Ello implica que la relación jurídico-tributaria debe entablarse, en estos casos, entre la Administración tributaria y el sujeto pasivo sustituto (la empresa o sociedad que realiza las obras), debiendo ser a esta última a quien se le reclame en primer término el pago del ICIO, sin perjuicio de que la misma pueda, con posterioridad, reclamar el pago del Impuesto a la entidad dueña de las obras.
· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Base Imponible. Parques Eólicos.
La Sentencia del TSJ de Galicia de 4 de febrero de 2015 (JUR 2015/48544) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra una liquidación practicada en concepto de ICIO por un Ayuntamiento de Lugo.

El problema examinado en este caso radica en torno a la determinación de las cantidades que deben entenderse incluidas en la base imponible del ICIO en el caso de los denominados Parques Eólicos, habiendo entendido la recurrente que la misma aparece constituida, en exclusiva, por el importe al que asciende la obra civil y no la totalidad del coste de la referida obra.
Abordando dicha cuestión, y tomando como referencia  pronunciamientos del TS dictados en esta materia, estima el Tribunal Gallego que la Base imponible del ICIO aparece constituida no sólo por el importe de la obra civil, sino también  por el coste de todos los elementos necesarios para la captación de la energía que figuren en el proyecto para el que se solicita la correspondiente licencia de obras.

· Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Procedimientos de comprobación limitada e Inspección respecto de dicho Impuesto
La Sentencia del TSJ de Andalucía (Granada) de 30 de marzo de 2015 (JUR 2015/139921) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra una liquidación practicada en concepto de ICIO por el Ayuntamiento de Almería.

En este caso, el recurrente alegaba un doble motivo de impugnación: el primero de ellos, que el procedimiento de comprobación limitada llevado a cabo, en un primer instante, por los órganos de Inspección del Ayuntamiento de Almería, había durado más de 6 meses, por lo que el mismo había caducado de acuerdo con lo previsto en la normativa vigente; y el segundo, que aun cuando se entendiera que el procedimiento de comprobación realizado era un procedimiento de inspección, dicho procedimiento duró más de doce meses, por lo que también debía entenderse caducado, no pudiendo dictarse, en consecuencia, liquidación alguna por parte de la Inspección tributaria.
Siendo esto así, el Tribunal Andaluz rechaza ambas consideraciones. La primera, por entender que, si bien es cierto que el procedimiento de comprobación limitada había durado más de 6 meses, ello fue debido a que el recurrente se negó, en repetidas ocasiones, a aportar diversos documentos exigidos por la Inspección tributaria, siendo imputable por ello a dicho recurrente el incumplimiento del referido plazo. Y en segundo término, que en el caso de considerar que nos encontrásemos ante un procedimiento de inspección, la superación del plazo de doce meses previsto para su tramitación no provoca, en ningún caso, de conformidad con lo previsto en la LGT, la caducidad del procedimiento de Inspección, el cual debe continuar hasta su finalización.
· Impuesto sobre Actividades Económicas. Cuantificación del elemento superficie. Cómputo de dicha superficie
La Sentencia del TSJ de Extremadura de 27 de febrero de 2015 (JUR 2015/85985) estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Sociedad mercantil contra diversas liquidaciones practicadas en concepto de IAE correspondientes a los ejercicios 2008, 2009 y 2010.
La cuestión controvertida radicaba en el cómputo del elemento superficie a la hora de cuantificar el importe exigible por dicho Impuesto. Ello se debía a que, según la entidad recurrente, dicha superficie se había computado de forma incorrecta, al incluirse, dentro de la misma, la derivada de la ampliación de determinadas naves industriales, ampliación que aún no se había producido en los años 2008, 2009 y 2010.
A este respecto, y en lo que concierne al año 2008, el TSJ Extremeño, concluye que si bien es cierto que la recurrente solicitó en ese año una licencia para realizar obras de ampliación de sus naves industriales, es difícil sostener que dicha ampliación se realizará efectivamente en ese año, tanto más cuanto el plano del proyecto de ampliación llevaba por fecha el mes de noviembre de 2008, por lo que es materialmente imposible que la ampliación estuviera acabada esa anualidad.
Por su parte, y en lo que se refiere al ejercicio 2009, el TSJ acepta también que dicha ampliación no se concluyó en el primer trimestre de ese año, dada la magnitud de la propia ampliación y la fecha del Proyecto. No obstante, el Tribunal Extremeño sí entiende probable que la ampliación aquí examinada estuviera definitivamente finalizada a partir del segundo trimestre del año 2009.
Todo ello determina, en definitiva, la anulación de las liquidaciones practicadas en concepto de IAE respecto del ejercicio 2008, y del primer trimestre del ejercicio 2009, manteniendo su validez el resto de las liquidaciones practicadas.
· Contribuciones Especiales. Cuantificación de la cuota a pagar y fijación de criterios o módulos de reparto a tal fin
La Sentencia del TSJ de Castilla y León (Valladolid) de 6 de marzo de 2015 (JUR 2015/91817) estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una Junta de Vecinos contra el acuerdo de un Ayuntamiento de León de ordenación de una contribución especial relativa al “arreglo de aceras”
En este caso, el recurrente alega diferentes motivos de impugnación, siendo uno de ellos la errónea cuantificación de la cuota a pagar, al no estar justificados los “módulos de reparto” que se han tenido en cuenta  a estos efectos.
Siendo esto así, el Tribunal Castellano otorga la razón al recurrente por entender, efectivamente, que el módulo de reparto tenido en cuenta por el Ayuntamiento -los metros lineales de fachada de los inmuebles-, si bien supone un criterio aceptado -al estar previsto legalmente- no se encuentra debidamente justificado, al no ser el único que ha podido utilizarse a los efectos aquí examinados, debiendo haber justificado la Administración por qué optó por la aplicación -única y exclusiva- de dicho criterio y no por otros previstos asimismo legalmente (superficie, volumen edificable o el valor catastral).
· Tasas Locales. Tasa por licencia de primera ocupación. Cuantificación e importe máximo de la misma. 
La Sentencia del TSJ de Andalucía (Granada) de 16 de febrero de 2015 (JUR 2015/134963) desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por un Ayuntamiento de la provincia de Granada contra una sentencia del Juzgado Contencioso Administrativo número cuatro de Granada que anulaba una liquidación practicada por el referido Ayuntamiento en concepto de Tasa por licencia de primera ocupación.
A este respecto, el recurrente entiende que la liquidación dictada reunía todos los requisitos de legalidad exigidos, habiéndose dictado de conformidad con las previsiones contenidas en la Ordenanza reguladora de la referida Tasa.
Frente a dicha argumentación, el Tribunal Andaluz, alineándose con la sentencia objeto de apelación, entiende que dicha liquidación no resulta ajustada a Derecho, en  la medida en que la cuantificación de la misma no respeta las exigencias contenidas en el Texto Refundido de la LHL. 
En concreto, dicho Tribunal recuerda que para respetar la legalidad vigente, las tasas han de acomodar su cuantía al coste real del servicio que se presta, para lo cual resulta esencial la existencia del respectivo informe económico-financiero. Siendo esto así, el referido TSJ entiende que el informe económico relativo a la tasa ahora enjuiciada no justifica adecuadamente el importe o cuantía de la misma, razón por la cual rechaza la impugnación efectuada por el Ayuntamiento recurrente. 
III) OTROS DOCUMENTOS 

· Proyectos legislativos
En relación a los Proyectos legislativos en fase de tramitación, cabe destacar, en lo que al ámbito estatal concierne, los siguientes: 

· El Proyecto de Ley de modificación parcial de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
· El Proyecto de Ley Orgánica por la que se regula el acceso y publicidad de determinada información contenida en las sentencias dictadas en materia de fraude fiscal. 
· El Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.
· Informes del Tribunal de Cuentas del Reino

En el período existente entre el instante actual y la fecha de presentación del presente informe no se han publicado Informes de fiscalización del referido del Tribunal que incidan en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios de las Entidades Locales.
· Informes de la Cámara de Cuentas de Aragón

En cuanto a los Informes emitidos en relación a la materia que aquí interesa por parte de la Cámara de Cuentas Aragonesa, cabría destacar los siguientes:

· el Informe de Fiscalización de las Cuentas Generales de las Entidades Locales Aragonesas del año 2010.
· el Informe de Fiscalización de las Cuentas Generales de las Entidades Locales Aragonesas del año 2011.
· el Informe de Fiscalización de las Cuentas Generales de las Entidades Locales Aragonesas del año 2012.
· el Informe de Fiscalización de determinados aspectos económico financieros de la Diputación provincial de Teruel.
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